Causa N° 16.840
“Allende, Oscar Alberto y otros s/ recurso de casación“
Sala III, C.F.C.P.

Cámara Federal de Casación Penal


REGISTRO N° 945/13
///n la Ciudad de Buenos Aires, a los     14         días del mes de junio de dos mil trece, se reúnen los miembros de la Sala Tercera de la Cámara Federal de Casación Penal, doctores Liliana Elena Catucci, Eduardo Rafael Riggi y Mariano Hernán Borinsky, bajo la presidencia de la primera de los nombrados, asistidos por el Prosecretario de Cámara, doctor Walter Daniel Magnone, con el objeto de dictar sentencia en la causa n° 16.840 del registro de esta Sala, caratulada “Allende, Oscar Alberto y otros s/ recurso de casación”. Representa al Ministerio Público el señor Fiscal General doctor Ricardo Gustavo Wechsler, actúa como querellante en la causa la Dirección General de Aduanas de la Administración Federal de Ingresos Públicos, ejercen la defensa de Oscar Alberto Allende y de Oscar Alberto Allende (h) los doctores Rubén Tirso Pereyra y Juan Pablo Bustos, en tanto que la defensa de Oscar Horacio Schiezzari es ejercida por el doctor Julio César Liviero.



Efectuado el sorteo para que los señores jueces emitan su voto, resultó que debía observarse el siguiente orden: doctor Eduardo Rafael Riggi, doctor Mariano Hernán Borinsky, y doctora Liliana Elena Catucci.


VISTOS Y CONSIDERANDO:


El señor juez doctor Eduardo Rafael Riggi dijo:


PRIMERO:


1.- Llega la causa a conocimiento de esta Alzada a raíz de los recursos de casación interpuestos por las defensas de Oscar Alberto Allende (h), de Oscar Alberto Allende y de Oscar Horacio Schiezzari, a fs. 4741/4751, 4752/4768 y 4769/4777, respectivamente,  contra la sentencia de fs. 4692/4733 vta., dictada por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal nº 1 de Córdoba, en cuanto resolvió “3.-) Declarar a Oscar Alberto Allende (padre) ya filiado, autor responsable de los delitos de contrabando calificado (dos hechos), reiterado en dos ocasiones, en concurso real con coautoría de los delitos de almacenamiento de estupefacientes agravado por la intervención de tres personas y tenencia de elementos destinados a la producción de estupefacientes, que concursan formalmente entre sí, en los términos de los arts. 863, 864 inc. ‘d’ y 866 del C. Aduanero, 5º incs. ‘c’ y ‘a’ de la ley 23.737, 45, 54 y 55 del C. Penal, e imponerle en tal carácter para su tratamiento penitenciario la pena de quince años de prisión, pesos cinco mil ($5.000) de multa, accesorias legales y costas.- 4.-) Declarar a Oscar Alberto Allende (hijo) ya filiado, coautor responsable de los delitos de almacenamiento de estupefacientes agravado por la intervención de tres personas, tenencia de elementos destinados a la producción de estupefacientes y autor del delito de transporte de estupefacientes, todo en concurso ideal en los términos de los arts. 5º inc. ‘c’ y ‘a’ y 11 inc. ‘c’ de la  ley 23.737, 45 y 54 del C. Penal, e imponerle en tal carácter la pena de siete años y seis meses de prisión, pesos cinco mil ($5.000) de multa, accesorias legales y costas.- 5.-) Declarar a Oscar Horacio Schiezzari, ya filiado, coautor responsable de los delitos de almacenamiento de estupefacientes calificado por la intervención de tres personas y tenencia de elementos destinados a la producción de estupefacientes, ambos en concurso ideal, en los términos de los arts. 5 inc. ‘c’ y ‘a’ y 11 inc. ‘c’ de la ley 23.737, 45 y 54 del C. Penal, e imponerle en tal carácter para su tratamiento penitenciario la pena de siete años de prisión, pesos cinco mil ($5.000) de multa, accesorias legales y costas.-”.


2.- El Tribunal de mérito concedió los remedios impetrados a fs. 4781 y vta., los que fueron mantenidos en esta instancia a fs. 4801, 4802 y 4803.



3.- a) En su presentación recursiva, indica la defensa de Oscar Alberto Allende (hijo) que la fundamentación de la sentencia resulta arbitraria, pues no existen elementos de convicción que autoricen a destruir el estado de inocencia del nombrado. Destacan los letrados que su asistido siempre negó el haber transportado la sustancia estupefaciente. 


Resaltan las contradicciones que, a su juicio, presentan los elementos de prueba vinculados al delito atribuido a su defendido. En ese orden, consideran un hecho revelador de la hipótesis que indica que la droga pudo ser colocada de manera ilegítima por los funcionarios policiales la circunstancia de que el material estupefaciente secuestrado con motivo de esta causa desapareció, sin que se cuenten con explicaciones sobre el porqué del faltante.


Indican que no resulta obstáculo para descartar la versión del acusado el hecho de que el procedimiento hubiera sido hecho en presencia de una gran cantidad de personas, pues basta con que solo una de ellas arroje un paquete con cocaína a un sitio próximo al prevenido, para que se obtenga así la evidencia justificante que se requiere para practicar luego un allanamiento en un domicilio investigado.


También sostienen que los funcionarios policiales que interceptaron y requisaron a los Allende incurrieron en contradicciones en sus versiones. Comentan luego, las declaraciones de los testigos de actuación convocados en el caso, indicando que ninguno de ellos vio a Allende (hijo) arrojar paquete alguno. Añaden que la manifestación de uno de los testigos de actuación en punto a que vio al nombrado patear el paquete fue introducida recién en la audiencia de juicio. No obstante, los letrados aseveran que “si existió la mentada patada al paquete por parte de Allende (hijo) es lógico suponer que fue para desvincularse de la sustancia prohibida que personal policial podía plantarle, la que no fue transportada por este imputado”.


Confrontan con la aseveración del tribunal de grado, en cuanto este último consideró que las declaraciones del preventor Peralta y el testigo Romero resultan concordantes. Al respecto, expresan los señores defensores que el acta confeccionada por el preventor no señala que los testigos hubieran visto como Allende (hijo) arrojaba el paquete, conforme luego lo dijo el nombrado Peralta. 


Señalan como otra circunstancia omitida por el a quo en su análisis, la que indica que la sustancia estupefaciente cuyo transporte se imputa, no concuerda en su composición química con la que da lugar a la imputación de almacenamiento.


Finalmente, cuestiona la ponderación realizada de la declaración del testigo Maidana, cuyo testimonio fue desacreditado –según los letrados- “en base a meras suspicacias por haber estado lejos supuestamente del lugar donde se secuestró el mentado paquete que niega Allende (hijo) haber transportado. O porque conocía a los Allende según se expresa en la sentencia pese a que aporta datos fidedignos que demuestran que se trata de un testigo potencial”.


b) Como segundo motivo de agravio, plantean la arbitrariedad en la comprobación del hecho vinculado al delito de almacenamiento de estupefacientes. Al respecto, expresan que la atribución de responsabilidad se basó en la afirmación que los Allende habrían tenido el poder de disposición sobre el estupefaciente almacenado, extremo que el tribunal tuvo por corroborado, a decir de la defensa recurrente, por la utilización por parte de Allende (hijo) de una llave que tenía en su poder para ingresar a la finca en la que estaba la droga.


Al respecto, sostienen que “no está verificado ciertamente (…) que Allende (hijo) haya manipulado la llave de ingreso a esa propiedad”. Dicen también que “el testigo Peralta nunca hizo referencia a que Allende (hijo) haya sido quien ingresara al galpón del domicilio en donde específicamente se habría almacenado la cocaína. Pues si ingresó a la residencia de Schiezzari, no está probado que efectivamente haya ingresado al galpón”.



Sostienen que las transcripciones de las escuchas telefónicas no hacen concluir de manera certera en la coautoría de Allende (hijo) en el hecho de almacenamiento.



Indican que no surge de una de las conversaciones citadas por el tribunal, que el interlocutor con el que hablaba Schiezzari fuera Allende (hijo). 


Formulan reserva del caso federal.



4.- a) En cuanto al recurso de casación interpuesto en favor de Oscar Alberto Allende (padre), en esa presentación sus letrados defensores cuestionaron como primer motivo de agravio, lo que describen como una “indebida valoración de los elementos de prueba producidos en un proceso penal tramitado en el Reino de España”. Explican al respecto que esas pruebas surgen de “unas carpetas conteniendo un conjunto de fotocopias de las mismas, sin la debida certificación judicial de esas actuaciones judiciales pertenecientes a la jurisdicción extranjera”.


También sostuvieron que “en la dinámica de producción de tales elementos, [Allende (padre)] careció de la debida asistencia por parte de una eficaz defensa técnica, en razón de que las mismas se realizaron en aquél país extranjero”.



Sobre la validez de los documentos incorporados a la causa, destacan “su notoria falta de sello, el que debiera aclarar de quien sería la firma que fue insertada; sumado a la ilegibilidad de dicha firma –se trata de una rúbrica que por su tenor literal es inentendible-. Por último, sumado a ello, no está determinado por quién suscribió el documento, ni cuál es la cantidad exacta de fojas que contienen las fotocopias con que se pretende verificar en autos las constancias obrantes en el proceso judicial tramitado en el Reino de España.”.


Alegan que se ha transgredido lo dispuesto por el artículo 43 del Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal suscripto por nuestro país y el Reino de España, y ratificado por ley 23.708.



Expresan que las diligencias probatorias realizadas en el proceso que tramita por ante las autoridades judiciales españolas no contaron con el control de la defensa de Allende (padre), que tampoco pudo solicitar en aquél proceso medidas de prueba que considerase conducentes.


b) En segundo lugar, se agravia la defensa de la fundamentación que luce el decisorio recurrido.


En este aspecto, se refieren inicialmente a los hechos vinculados al contrabando de estupefacientes. Al respecto, indican que “es evidente que la fundamentación contiene una sobrevaloración de los indicios en los que se apoya esta imputación sobre Allende (padre). Pues no existe ninguna evidencia directa que nos haga suponer en forma inequívoca que éste imputado fue el responsable directo de los dos hechos de contrabando de cocaína desde la provincia de Córdoba hacia España.”


Indican que los testimonios valorados “solo reflejan impresiones acerca de dónde o cómo –porque son fruto de su propia especulación- supuestamente se cargó la cocaína en los contenedores que fueron transportados por la empresa Transportes Allende hacia el puerto de Buenos Aires con destino a España. Pero ninguno de los testigos de la causa puede aseverar respecto de cómo efectivamente se realizó dicha maniobra, cuál fue la acción desplegada por Allende (padre) para inferir sin margen de error que la misma constituía una conducta determinante de la ejecución de los dos hechos de contrabando”.


Añaden que “la falta de determinación de quién efectuó la carga de las cajas con la droga, ni tampoco en donde se efectuó, más allá de esta circunstancia es menospreciada por el a quo, implican una evidente circunstancia no probada –esencial en el iter criminis- que representa un estado de duda insuperable sobre la supuesta participación de Allende (padre) en ambos hechos. Sostener la responsabilidad de Allende (padre), por medio de las declaraciones de los empleados de la empresa exportadora –Natalio Baudo S.R.L.- en cuanto a que las cajas que habrían contenido la sustancia, no se cargaron en la empresa; o por lo que dicen los empleados guardias de la Aduana –que aducen haber efectuado un pormenorizado control de los contenedores en el puesto aduanero-, constituye una flagrante violación al principio de razón suficiente”.


Sostienen que “ni de la supuesta demora del transporte al arribo al puerto de Buenos Aires, ni de los retazos del diario ‘Día a Día’ de la ciudad de Córdoba, hallado en el interior de una de las cajas que habrían contenido la droga, se justifica sostener la planificación ni menos aún la ejecución de los (dos) hechos de contrabando, por parte de Allende (padre) como supuesto autor. Ambas cuestiones de hecho aluden a cuál habría sido el derrotero de esas cajas, pero nada refieren acerca de quien fue y/o tuvo el dominio de la acción como responsable”.


Por otra parte, indican que si bien ciertas situaciones “reflejan una eventual vinculación de nuestro asistido con el ciudadano serbio imputado en España, Matijevic (…) aun así no exteriorizan un dato revelador de una operación de financiamiento ni tampoco de la logística requerida para el contrabando de cocaína a España.”


Finalmente, sostienen que el contenido de un correo electrónico obtenido de una computadora que se encontraba en la firma “Transporte Allende” no puede ser valorado, pues “dicho elemento indiciario fue obtenido a partir de una medida arbitraria de la instrucción, la que a todas luces excedió el marco y/o límite constitucional por el cual se permite indagar y valorar cualquier tipo de comunicación del imputado, autorizado –bajo sanción de nulidad- por una orden jurisdiccional al efecto que exige el art. 234 y 236 del C.P.P.N.”. Resaltan que el correo electrónico se produjo entre el sobrino del acusado y este último, y quienes no tenían “ni siquiera la condición de sospechados en esos hechos de contrabando”.


Solicitan que se declare la nulidad de esa medida de prueba por afectación del principio constitucional de inviolabilidad de las comunicaciones privadas.



c) El último punto de agravio es el referido a los hechos calificados como almacenamiento de estupefacientes y tenencia de elementos destinados a su producción.



Sobre ello, reiteran que no está demostrado que Allende (hijo) haya manipulado la llave de ingreso al lugar en el que estaba la droga. También señalan que el testigo Peralta nunca hizo referencia a que Allende (padre) haya sido quien ingresara a ese domicilio.


Alegan que tampoco las transcripciones de las intervenciones telefónicas valoradas en autos representan un indicio de cargo que hagan concluir en la coautoría del nombrado Allende (padre) en los hechos que se le recriminan.



También reiteran el argumento relativo a que no se conoce quien es el interlocutor de Schiezzari en uno de los diálogos registrados. 


Formulan reserva del caso federal.


5.- En el recurso de casación interpuesto en favor de Oscar Horacio Schiezzari, su letrado defensor cuestionó que se hubiera atribuido responsabilidad a los imputados Allende en relación al hecho vinculado al secuestro de estupefacientes en el domicilio de Schiezzari, explicando que ello tiene directa vinculación con la situación de su asistido al agravarse la calificación jurídica por la concurrencia de tres personas en el suceso.


Señala al respecto el recurrente que la conclusión relativa a que todos los acusados estaban de acuerdo para cometer el ilícito, porque todos tenían poder de disposición sobre el mismo, se fundó en tres premisas básicas.


La primera de ellas se refiere al ingreso de los coimputados a la casa de su asistido, utilizando su propia llave. En relación a ello, asevera que la atribución de la tenencia de la llave de la casa de Schiezzari por parte de los Allende es injustificada, sosteniendo que solo podría inferirse que Allende (hijo) era quien tenía en su poder la llave. A ello se suma que sólo en una única oportunidad Allende (hijo) fue visto ingresar a la casa de Schiezzari utilizando aparentemente una llave que llevaba consigo, más que no pudo acreditarse que lo que utilizó fuera realmente una llave y no otro elemento.


Por otra parte, expresa que incluso reconociendo irracionalmente que en esa oportunidad efectivamente hubiera utilizado una llave para ingresar “no es un hecho necesariamente indicativo de que fuera ese accesorio (la llave) propiedad del que la usó excepcionalmente como lo adjudica la sentencia”.


Agrega que de las observaciones judiciales no pudo determinarse que al ingresar en dicha ocasión a la finca, Allende se hubiera dirigido hacia el galpón que estaba en el fondo de la misma. También señala que en otras ocasiones en que los Allende concurrieron al lugar, llamaban golpeando la puerta del domicilio para luego ingresar.


Sigue con su análisis expresando que la segunda de las inferencias realizadas por el tribunal de grado incurre en motivación defectuosa. Explica que esta inferencia viene dada por la aseveración relativa a que los Allende disponían que Schiezzari se encontrara en la casa para retirar la droga, aseveración que el letrado encuentra contradictoria con el supuesto poder de disposición que se atribuye a los nombrados en relación a los estupefacientes. 


Finalmente, alude a las escuchas telefónicas obtenidas en el marco de la causa, indicando que si bien surge de ellas que los tres imputados mantenían vínculos con el comercio ilegal de estupefacientes no se desprende, en cambio, que los Allende almacenaran droga en el domicilio de Schiezzari


En síntesis, solicita que se anule parcialmente la sentencia, en lo que hace a la aplicación de artículo 11 inciso “c” de la ley 23.737 en relación a su defendido.



Formula reserva del caso federal.

 

6.- Durante el término de oficina previsto por los artículos 465 y 466 del Código Procesal Penal de la Nación, las partes no efectuaron presentación alguna, por lo que, superada la etapa procesal prescripta por el artículo 468 del ritual, la causa quedó en condiciones de ser resuelta.



SEGUNDO:


1.- En primer lugar, corresponde abordar los planteos vinculados a la existencia de nulidades procesales, en concreto, aquellos referidos a la validez de los instrumentos probatorios remitidos por las autoridades judiciales del Reino de España, y de la obtención de un correo electrónico al que se accedió cuando se analizó una de las computadoras que se encontraban en la firma “Transportes Allende”.



En esa tarea, cabe memorar que el instituto de las nulidades procesales tiene por objeto resguardar el debido proceso y la defensa en juicio. Por ello, sólo cuando la actividad procesal perjudique la función de tutela de los intereses comprometidos en el proceso, por haberse configurado una irregularidad que afecte el ejercicio de la defensa, un presupuesto procesal o el equilibrio entre las partes resultante del principio de igualdad y del contradictorio, debe ser invalidada, privándosela de eficacia (Conf. causa n( 7210 “Reina, Carlos Roberto; Duarte, María Cristina s/ recurso de casación”, rta. el 14/02/07, y causa n° 11684 del registro de esta Sala, caratulada “Chabán, Omar Emir y otros s/ recurso de casación”, reg. 473, del 20/4/11).


En ese precedente se ha dicho también que según señala Maier “la nulidad, comprendida como ultima ratio de la reacción procesal frente al defecto, es, tan sólo, una excepción, algo así como una decisión rara en el procedimiento, para cuando no haya forma de reparar el daño causado con el incumplimiento formal” (“El incumplimiento de las formas procesales” en NDP, 2000-B, del Puerto, Buenos Aires, p. 813).


Es por ello que “Las nulidades procesales son de interpretación restrictiva, siendo condición esencial para que puedan declararse que la ley prevea expresamente esa sanción, que quien la pida tenga interés jurídico en la nulidad y además que no la haya consentido expresa o tácitamente. De esta forma resulta indiferente para una eventual declaración de nulidad la naturaleza de ésta, expresa, genérica, virtual o desde otro análisis absoluta o relativa, ya que los principios de conservación y trascendencia, plasmado este último en la antigua máxima `pas de nullité sans grief´, impiden la aplicación de dicha sanción si el acto atacado logró su finalidad, y si no se verifica un perjuicio que deba ser reparado” (Cfr. Doctrina jurisprudencial, C.N.C.P., Sala III, causa n( 8107, “Serafini, Ricardo Augusto s/ recurso de casación”, reg. 1289/07, rta. el 2/8/07; y en el mismo sentido ver las causas n( 2242 “Themba, Cecil Oupa s/ rec. de casación”, reg. 209/2000, rta. el 26/4/00; n( 2471 “Antolín, Miguel Ángel s/ rec. de casación” reg. 765/00, rta. el 30/11/00; n( 3561 “Alincastro, Jorge R. s/ rec. de casación” reg. 137/02, rta. el 9/4/02; n( 3743 “Encinas Encinas, Edwin s/ rec. de casación”, reg. 314/04, rta. el 11/6/02; n( 4586 “Muñoz, Jorge L. s/ rec. de casación”, reg. 762/03 rta. el 15/12/03; n( 9320 “Burgos, Miguel Oscar y otros s/ rec. de casación”, reg. 1120/08 rta. el 3/9/08).


Asimismo, aseveramos que “Para declarar la nulidad  de un acto procesal es necesario cumplir con ciertas exigencias, entre las que hay que subrayar la demostración -por parte de quien la alega- del perjuicio real y concreto que le produce el acto viciado (limitación de  un derecho vinculado al buen orden del proceso), y del interés o provecho que le acarrearía tal declaración. Generalmente se analizan indistintamente estos dos aspectos bajo el rótulo del  `principio de interés´. Ahora bien, estas exigencias o  requisitos adquieren especial importancia en dos casos: con  relación a las nulidades absolutas y respecto de las nulidades  enunciadas taxativamente por la ley; y en este sentido debemos  memorar que son numerosos los precedentes de esta Cámara de  los cuales se desprende que las nulidades, aún aquellas declarables de oficio, no pueden invocarse en el sólo beneficio de la ley, sin consideración a sus efectos en la causa. No basta con verificar la  existencia de una nulidad, aunque  esté especialmente prevista por la ley, pues si no existe perjuicio concreto se decretaría la nulidad de un acto por una cuestión absolutamente formal. Advertimos que dicha posición ha sido mantenida por la Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos a través de  la doctrina del `harmless error´, aplicable cuando se produce una irregularidad esencial en el proceso pero que, en definitiva, no causa perjuicio alguno. Y –reiteramos- todo ello es así porque la `nulidad´ (como instituto) se vincula muy estrechamente con el derecho de defensa, y si el vicio invocado no priva a la parte de su ejercicio  -es decir que no afecta la garantía en cuestión-, el pedido de nulidad debe ser  rechazado  por no existir ni perjuicio ni interés. `... Nosotros participamos de aquella opinión que ve en los requisitos de  los actos procesales, un modo de salvaguardar el ejercicio del derecho de defensa. Si el acto irregular, pese a la irregularidad, no afecta dicho derecho, no hay interés en la nulidad...´ (Conf. las causas n° 3861, “Alto Palermo Shopping s/recurso de casación”, reg. n° 408/02, rta. el 12/08/02, n° 4638, “Espinoza Ocampo, Simeón s/recurso de casación”, reg. n° 589/03, rta. el 07/10/03, n( 5015, “Palacios, Oscar Enrique s/ recurso de casación”, reg. n( 322, rta. el 22/06/04 de esta Sala; y en análogo sentido, causa n° 261, “Barbieri, Claudio H. s/ recurso de queja”, reg. n° 344 rta. el 10/11/94 de la Sala I; causa n° 1785, “Trovato, Francisco M. A. s/ recurso de casación”, reg. n° 2614, rta. el 31/5/2000, y causa n° 2244, “Cubilla, Hugo Eduardo s/ recurso de casación”, reg. n° 3134, rta. el 19/2/2001, ambas de la Sala IV; entre muchas otras). 


Tal como lo afirmamos en numerosos precedentes de la Sala, también el Alto Tribunal ha señalado que “...la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, porque cuando se adopta en el solo interés formal de cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual no compatible con el buen servicio de justicia” (in re “Castro Roberts, Oscar Alberto s/robo de automotor en concurso real con tentativa de robo” -causa n( 8786-, rta. el 15/11/88, C.S.J.N Fallos 295:961; 298:312). El criterio contrario, atentaría contra el principio de trascendencia de los actos e implicaría el dictado de la nulidad por la nulidad misma, lo cual resulta inaceptable en el ámbito del derecho procesal (C.S.J.N. Fallos 320:1611). 


Con base en estos repetidos criterios rectores hemos de analizar seguidamente los planteos formulados por la defensa de Oscar Alberto Allende (padre), aunque adelantando desde ya que en nuestro criterio los mismos deben ser rechazados, pues no se ha demostrado una afectación a derechos sustanciales constitucionalmente reconocidos, de modo que la solución acordada al reclamo de la defensa resulta apropiada.


2.- Enfoncando nuestra atención, entonces, en los cuestionamientos vinculados al supuesto déficit que ostentarían las piezas procesales remitidas por el Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional del Reino de España, en lo atinente al modo en que las mismas fueron certificadas, apreciamos en primer término que a fin de obtener esa documentación, el señor juez a cargo de la instrucción de estas actuaciones libró exhorto internacinal solicitando -por intermedio y con intervención de los conductos diplomáticos correspondientes, y con estricto apego a lo dispuesto por el Tratado de Extradicion y Asistencia Judicial en Materia Penal entre la Republica Argentina y el Reino de España, aprobado por ley 23.708- la remisión de tales elementos de juicio.


Es así, que conforme surge de las actuaciones glosadas a fs. 1335/3566, el referido exhorto fue oportunamente entregado al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, autoridad esta que lo remitió a su vez a la Embajada de la República Argentina ante el gobierno español, siendo presentada la rogatoria en forma directa ante el Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional, al que estaba dirigido (ver fs. 1340), y también por intermedio del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación (ver fs. 1358), que a su vez le dio curso ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid (ver fs. 1356)


Surge también de la constancias glosadas al expediente, que la autoridad judicial española dio trámite a la solicitud (fs. 1345), con intervención del Fiscal de la causa (fs. 1346), ordenándose inicialmente estarse al levantamiento del secreto sumarial dispuesto en la causa cuyas copias se solicitaban (fs. 1347).


A fs. 1374 se encuentra glosada la nota dirigida por la Embajada de la República Argentina ante el Reino de España al Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional, remitiéndo en calidad de adelanto copia de un nuevo pedido de colaboración –ampliatorio del anterior-, aclarándose en dicha nota que paralelamente se efectuó el requerimiento por intermedio del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Dicha solicitud fue proveída en los términos que da cuenta la constancia de fs. 1403, en la que atendiendo al levantamiento del secreto sumarial oportunamente dispuesto, se ordena el diligenciamiento de la rogatoria.


En cumplimiento de lo dispuesto, a fs. 1410 se encuentra glosada una constancia suscripta por Dña. María Angeles Monedero Gómez, secretaria del Juzgado Central de Instrucción nº 5 de Madrid, en la que indica “Por la presente hago constar que (…) en los autos de diligencias previas constan de cuatro tomos, del tenor literal:”, tras lo cual la funcionaria estampó su firma, agregando seguidamente fotocopias íntegras de las actuaciones en trámite por ante la mencionada judicatura española, que finalizan en la foja identificada como 2149 (que se corresponde con el folio 3564 de estas actuaciones). La siguiente constancia agregada luego del referido cuerpo de fotocopias, pertenece también a la misma funcionaria y a modo de cierre de su anterior constancia, expresa: “Concuerda bien y fielmente con su original al que me remito y para que así conste, extiendo y firmo el presente testimonio en Madrid a uno de marzo de 2010. El/la Secretario/a Judicial”, tras lo cual se advierte la signatura de la funcionaria. 


De este modo, claro resulta que las fotocopias certificadas por la actuaria son aquellas contenidas entre ambas constancias (la de fs. 1410, y la de fs. 3565). Y tampoco media duda alguna en punto a que la funcionaria a la que pertenece la signatura que avala la autenticidad de las fotocopias, es aquella que fuera identificada en la constancia de fs. 1410. 


De este modo -y con prescindencia de toda consideración acerca de las consecuencias sobre la ausencia de sello identificatorio en las firmas del funcionario que certificara los testimonios- lo cierto es que la inquietud que expresa sobre el particular la defensa aparece suficientemente esclarecida, según lo expuesto. Y es que no resulta acertada la aseveración relativa a que los testimonios remitidos no fueron debidamente certificados, pues según lo dispuesto por el artículo 33 inciso 1º del Tratado de Extradicion y Asistencia Judicial en Materia Penal “Si la Comisión rogatoria tiene por objeto la transmisión de expedientes, elementos de prueba y, en general, cualquier clase de documento, la Parte requerida podrá entregar solamente copias o fotocopias autenticadas, salvo si la Parte requirente pide expresamente los originales.” (el destacado nos pertenece). Es decir, el compromiso de cooperación en casos como el que se analiza se satisface con la entrega de copias simples o fotocopias certificadas, recaudo que en el caso aparece sobradamente satisfecho.



Pero además, no podemos sino coincidir con la apreciación que sobre el tópico formularan los señores jueces del tribunal de grado, en orden a que la inobservancia del requisito de estampar sellos aclaratorios que contiene el Reglamento para la Justicia Nacional de manera alguna implica la nulidad de los actos cumplidos por los órganos judiciales nacionales que presenten esa particularidad, ni mucho menos, de los realizados por tribunales extranjeros en cumplimiento de rogatorias legalmente tramitadas. Exigencia esta que, por lo demás, no parece estar contenida en el derecho interno del país ibérico, a poco que se  repara en el contendio de las actuaciones que en fotocopia se remitieran a nuestra jurisdicción, en las cuales las signaturas del magistrado y el secretario no se encuentran aclaradas por la presencia de ningún sello identificatorio.


Por otra parte, debe hacerse notar que tampoco se vislumbra cuál es el concreto perjuicio que acarrea para la defensa la presunta irregularidad que denuncia, pues su planteo se basa en hacer notar únicamente la falta de sellos aclaratorios en la autoridad que certifica las fotocopias, y la falta de firma en cada una de las fojas certificadas, más sin siquiera esbozar una línea argumental que tienda a cuestionar la autenticidad de los instrumentos referidos. Muy por el contrario, surge de la sentencia que se analiza, que en el transcurso de su alegato, la propia defensa indicó que “no dudaba de que los hechos que se acreditaron en el Reino de España efectivamente hayan sucedido”.


Y ciertamente, un planteo de esa índole estaría fatalmente destinado al fracaso, pues a tenor de cuanto surge de las constancias sumariales, ninguna duda cabe en orden al correcto modo en que fue tramitada la rogatoria, y en particular, a la debida intervención de todas las autoridades judiciales y diplomáticas correspondientes, siendo ello suficiente garantía acerca del contenido de la respuesta producida por la judicatura española al requerimiento formulado por el juez nacional.


Por último, tampoco es de recibo el argumento relativo a que el acusado Oscar Alberto Allende (padre) no pudo controlar la prueba producida en el Reino de España, por no ser parte en tales actuaciones. En ese orden, apreciamos que la defensa tuvo suficiente oportunidad de controlar esa prueba, que fue incorporada a la causa en el transcurso de la instrucción, estando desde entonces a disposición de todas las partes para que sobre ella pudieran formular las alegaciones o requerimiento que hicieran a los intereses procesales que defienden.


En las condiciones apuntadas, el agravio será rechazado.


3.- Tampoco han de prosperar las objeciones de la defensa en punto a la información que fuera obtenida de una computadora que se encontraba en la sede de la firma “Transportes Allende”, en concreto, un mensaje de correo electrónico enviado por “Tony Allende” a Oscar Alberto Allende (padre).


Ello así, en primer lugar, por cuanto el allanamiento del predio fue regularmente ordenado por el juez de la causa, quien dispuso que la medida abarcara el secuestro de soportes informáticos vinculados al tráfico de estupefacientes, y a las operaciones de exportación de la empresa “Natalio Baudo e Hijos S.R.L.” (conf. fs. 49).


Dicha orden, fue estrictamente observada por los funcionarios de la prevención comisionados para su diligenciamiento, surgiendo del acta glosada a fs. 130/132 que al materializarse el allanamiento dispuesto por el juez de la causa, se procedió al secuestro –conforme lo ordenado- de tres CPU correspondientes a computadoras personales que se encontraban en el lugar. Dichas computadoras fueron luego sometidas a exámenes técnicos dirigidos a constatar –según lo oportunamente dispuesto- la existencia de registros informáticos vinculables a los hechos que se pesquisan en la causa. 


A fs. 550/556 obran las actas que dan cuenta de la extracción de la información de los respectivos discos duros instalados en las computadoras personales que fueran secuestradas en el transcurso de los diferentes allanamientos, ello conforme la directiva impuesta por el juzgado interviniente (ver fs. 298). Es así que mediante la presentación de fs. 742, la Administración Federal de Ingresos Públicos remite al juez de la causa el análisis de la información obtenida de la “computadora nº 1” secuestrada en el allanamiento del domicilio de la empresa “Transportes Allende”, ordenando el magistrado interviniente la reserva en secretaría del informe adjunto (ver fs. 742 vta.).


Por su parte, a fs. 818/27 el organismo mencionado remitió –entre otras elementos de juicio resultantes de los allanamientos practicados-, la información obtenida de la denominada “máquina nº 2”, en tanto que a fs. 1163/66 se documentó la entrega de los datos obtenidos de las maquinas nº 3, 4 y 5. 


De este modo queda demostrado que no resulta acertada la indicación relativa a que medió un exceso en punto a la inspección realizada sobre las computadoras secuestradas en la sede de la empresa del acusado Allende (padre), pues del análisis de la secuencia de la actividad procesal desarrollada surge claramente que en todo momento se actuó mediando orden y control judicial. También resulta claro, a nuestro juicio, que la medida dispuesta no rebasó los límites constitucionales tolerables, pues la medida restrictiva de la intimidad derivada del análisis de los correos electrónicos se relacionó y limitó estrictamente con la necesidad de producir prueba en orden al grave delito que se investigaba.



Tampoco es un dato menor el que indica que la prueba así obtenida pudo ser controlada por las partes. En particular, apreciamos que su incorporación al juicio fue regularmente dispuesta mediante la resolución que obra glosada a fs. 4583/4586, sin que la defensa ahora recurrente manifestara oposición contra tal temperamento.



Por último, no podemos tampoco dejar de mencionar –en todo caso- la baja entidad probatoria que presenta el mensaje de correo electrónico cuestionado, frente al restante cúmulo de evidencias que presenta el sumario y que resultan suficientes para sustentar lo resuelto, aun con prescindencia de la valoración de ese elemento de juicio; cuestión sobre la que volveremos en el apartado siguiente, donde analizaremos los planteos vinculados con la fundamentación de la sentencia recurrida. 



Ello nos conduce a recordar que ha sostenido reiteradamente esta Cámara -y también la Corte Suprema de Justicia de la Nación- que la garantía de defensa en juicio tiene carácter sustancial, y por ello exige de parte de quien la invoca la acreditación del concreto perjuicio que pudo inferirle el presunto vicio de procedimiento y la solución distinta que pudo alcanzarse en el fallo de no haber existido ese vicio (conf. esta Sala, causa n° 639 “Barrita, José s/rec. de casación”, reg. 465/95, 28/11/95; y Fallos 298:279 y 498).


Tales observaciones nos persuaden de la impertinencia del planteo de la defensa, por lo que habremos de postular su rechazo.



TERCERO:


1.- En cuanto a los planteos vinculados a la fundamentación que luce el decisorio mediante el que se condenara a los imputados, conceptuamos que el tribunal de grado ha consignado las causas que determinan el deci​sorio y ha expuesto suficientes y adecuados argumentos fácticos y jurídicos que sustentan la resolución, es decir, ha brindado las razones que poseen aptitud para legitimar el dispositivo, lo que en síntesis determina a rechazar las tachas que al respecto se interponen (conf. nuestros votos en las causas N° 80 “Paulillo, Carlos Dante s/ rec. de casación”, Reg. N° 111 del 12/4/94; N° 181 "Sassoon Attie, Raúl Nissim s/recurso de casación" Reg. N° 177/94 del 17/11/94; N° 502 “Arrúa, Froilán s/ rec. de casación”, Reg. N° 185/95 del 18/9/95; N°1357 “Canda, Alejandro s/ rec. de casación”, Reg. N° 70/98 del 10/3/98; N°2124 “Anzo, Rubén Florencio s/ rec. de casación”, Reg. N° 632/99 del 22/11/99; N° 1802 “Grano, Marcelo s/ rec. de casación”, Reg. N° 186/2002 del 22/4/2002; y asimismo las causas N° 18 "Vitale, Rubén D. s/rec. de casación" Reg. N° 41 del 18/10/93; N° 25"Zelik​son, Silvia E. s/rec. de casación" ya citada; N° 65 "Tellos, Eduardo s/rec. de casación" ya citada; N° 135 "Risso de Osnajansky, Nelly s/rec. de casación" Reg. N° 142/94 del 18/10/94; N° 190 "Ruisanchez Laures, Ángel s/rec. de casación" Reg. N° 152/94 del 21/10/94; todas de esta Sala III, entre muchas otras).


2.- En ese orden, habremos de analizar en primer lugar la motivación que luce el decisorio impugnado, en lo atiente a los denominados hechos primero, segundo, tercero y cuarto, los que merecieron una ponderación conjunta.


En esa labor, ha de tenerse presente que el hecho primero se refirió al transporte, en fecha no determinada, pero en todo caso entre el 14 de enero y el 23 de febrero de 2009, de la cantidad aproximada de seiscientos kilogramos de cocaína  desde la ciudad de Córdoba hasta el puerto de Buenos Aires, sustancia que fue colocada dentro de un contenedor, fraccionada en panes envueltos en cinta de acetato y ocultos en 16 cajas metálicas, las que a su vez se encontraban camufladas junto a otras cajas metálicas que contenían piezas de molinos de viento que la empresa “Natalio Baudo e hijos S.R.L.” exportaba al Reino de España. El estupefaciente fue transportado vía terrestre en el camión marca Volvo, dominio BDB 162, con acoplado dominio ULX 747, de propiedad de Oscar Allende, siendo ese vehículo conducido por el chofer Daniel Sandaliche.


Por su parte, el hecho segundo es el referido al contrabando de exportación de los estupefacientes que conforman el hecho primero, mercadería que fue despachada desde el puerto de Buenos Aires hasta el Reino de España, oculta en el contenedor TTNU 308819-0, aprovechando un embarque de exportación de la firma “Natalio Baudo e hijos S.R.L.”. Según surge de la sentencia que se examina “el contenedor referido arribó al Depósito Fiscal de la Cámara de Comercio de la ciudad de Córdoba, el día 15 de enero de 2009, donde fue debidamente precintado con el Nº  DH 81491, partiendo el mismo hacia el Puerto de la ciudad de Buenos Aires, Terminal 4, donde permaneció hasta que fue cargado en el Buque Maersk Recife el día 21 de enero de 2009” fecha en la que zarpó hacia su destino final de Cádiz, Reino de España.


El hecho tercero se vincula al transporte llevado a cabo -en fecha incierta, pero presumiblemente entre el 13 de febrero y el 13 de marzo de 2009-, de la cantidad de aproximada de trescientos cuarenta y seis kilogramos de cocaína desde la ciudad de Córdoba hacia el puerto de Buenos Aires, estupefaciente que fuera acondicionado dentro de nueve cajas de chapa plegada de forma rectangular, y colocada dentro de un contenedor que contenía mercadería despachada por la empresa “Natalio Baudo e hijos S.R.L.”, la que sería exportada al Reino de España.


Finalmente, el hecho denominado cuarto es el referido al contrabando de exportación de la mercadería ilícita que integra el hecho tercero, la que fue despachada desde el puerto de la Ciudad de Buenos Aires con destino final hacia el Reino de España, oculta en un contenedor que poseía molinos de viento que la empresa “Natalio Baudo e hijos S.R.L.” exportaba al referido país. El referido contenedor arribó al depósito fiscal de la Cámara de Comercio de la ciudad de Córdoba el día 16 de febrero de 2009, donde fue debidamente precintado con el Nº DGA DH 87896, partiendo ese mismo día hacia la Terminal 5 del puerto de la Ciudad de Buenos Aires, donde permaneció hasta el día 21 de febrero de 2009, fecha en la que fue cargado en el buque Maruba Europa, con destino final al puerto español de Valencia.


Tales son, en ajustada síntesis, los hechos vinculados al tráfico internacional de estupefacientes que le fueran reprochados a Oscar Alberto Allende (padre). 


Para afirmar la responsabilidad penal que le cupo al nombrado Allende en tales sucesos, el tribunal de grado tuvo en cuenta diversos elementos de juicio que, inequívocamente, condujeron a la referida conclusión.


En ese orden, en la sentencia que se analiza se indicó que la firma “Natalio Baudo e Hijos S.R.L.” realizó dos operaciones legales de comercio exterior, mediante las cuales vendió 26 molinos de viento a dos empresas españolas. En ambos casos, se utilizaron los servicios de la empresa “Transporte Allende”, perteneciente a Oscar Alberto Allende, ello para trasladar la mercadería desde la sede de la empresa exportadora hasta el puerto de Buenos Aires, previo paso por el puesto de control aduanero de la Cámara de Comercio Exterior de la ciudad de Córdoba. Esta aseveración, encontró suficiente sustento en las piezas documentales obtenidas en los allanamientos realizados en las oficinas del despachante de aduanas interviniente, así como en los correos electrónicos intercambiados por la empresa exportadora y las firmas importadoras.



Se acreditó también que en el marco de tales operaciones, se remitieron –ocultas entre la mercadería declarada- las cantidades de estupefacientes ya indicadas, extremo que encontró prueba suficiente en las actuaciones remitidas por las autoridades judiciales de España y, en particular, por las actas labradas en ocasión de registrarse los respectivos contenedores. 


El punto central de las críticas de la defensa radica en la atribución de responsabilidad a su defendido, en cuanto se le atribuyó haber acondicionado los estupefacientes en los respectivos contenedores, luego de que estos fueran inspeccionados y precintados en el puesto aduanero de la provincia de Córdoba. Sobre el particular, encontramos que los argumentos desarrollados por el a quo al tratar la cuestión demuestran categórica e indubitablemente la participación culpable de Oscar Alberto Allende (padre) en el episodio.


En primer término, se tuvo en cuenta la declaración conteste de los empleados de la firma “Baudo”, en punto a que al cargarse los contenedores en los que se realizaría la exportación de los molinos de viento, entre los bultos estibados no se encontraban cajas metálicas rectangulares, como lo eran las que contenían los estupefacientes. En cambio, coincidieron los cuatro testigos que depusieron sobre el particular que sí se cargaron las bases de anclaje de la totalidad de los molinos exportados. Este último dato es de importancia, pues al producirse el registro de los contenedores en el Reino de España se constató tanto la presencia de los bultos conteniendo la droga, como el faltante de una cantidad determinada de bases de anclaje, las que presumiblemente fueron retiradas del interior de los contenedores cuando se cargaron los estupefacientes, para compensar el peso. De este modo, quedó demostrado que al salir del punto de carga inicial, los contenedores no llevaban la droga ulteriormente secuestrada de su interior.



Este dato se armoniza con la circunstancia que tampoco se advirtió anomalía alguna cuando los contenedores fueron sometidos al control aduanero en la Cámara de Comercio de Córdoba. Así lo testimonian tanto el guarda aduanero que intervino en ambas oportunidades, como los empleados del despachante de aduanas. Todos ellos coincidieron en que al ingresar el contenedor al área de control, el guarda correspondiente verificó la concordancia entre la cantidad de bultos que surgían de los respectivos despachos de exportación con el contenido del contenedor que se verificaba, no apreciándose irregularidad alguna. Tras ello, se colocaron los respectivos precintos de seguridad, continuando entonces el contenedor su viaje –por vía terrestre- hacia el puerto de Buenos Aires. 



Debe aquí tenerse en cuenta, la declaración testimonial del funcionario aduanero Edgardo Enrique Beretta, quien explicó que -en ese carácter- fue anoticiado por parte de autoridades españolas acerca de una investigación en curso en ese país, a propósito de la incautación de un cargamento de aproximadamente seiscientos kilogramos de cocaína que provenían de nuestro país. Ese cargamento es el que antes hemos descripto en los hechos primero y segundo. El testigo también explicó que se había detectado que un segundo contenedor se encontraba en viaje hacia el país ibérico, tratándose éste del cargamento reseñado en los hechos tercero y cuarto.


Pues bien, en esa coyuntura, según lo relató Beretta, al arribar a España se puso en contacto con las autoridades policiales y aduaneras del país, pudiendo interiorizarse de una investigación, iniciada un año y medio antes, sobre una organización delictiva dedicada al tráfico ilícito de estupefacientes. Esa organización, estaba conformada por un ciudadano de origen serbio de nombre Zoran Matijevic, otro de nombre Stankovic y un argentino –Oscar Alberto Allende-. 


También se le permitió participar, en calidad de observador, del procedimiento realizado cuando el segundo cargamento arribó al puerto español. Fue entonces que el testigo pudo observar que los precintos de seguridad se encontraban intactos al arribo del contenedor, no obstante lo cual, le llamó la atención que el perno que asegura uno de los barrales de las puertas del contenedor era diferente a los restantes. Esa observación permite presumir que esa pieza fue removida, de modo que mediante esa operación pudo accederse al interior del contenedor sin violentar los precintos de seguridad. Esta posibilidad fue también avalada por el testigo Luciano Fabricio Serassio, quien con sustento en su amplia experiencia en el manejo de contenedores, dijo que es posible la apertura de uno luego de que hubiera sido precintado, lo que se consigue “extrayendo el perno del tercer barral del lado derecho del contenedor el que al caer permite la apertura de la puerta izquierda sin estropear el precinto”.


Como se aprecia, tales testimonios autorizan a sostener la hipótesis relativa a que la mercadería ilegal fue introducida dentro de cada uno de los contenedores luego de que estos fueran revisados por las autoridades aduaneras en la provincia de Córdoba, pero antes de que ingresara en el puerto de la Ciudad de Buenos Aires. 


Y es que como también lo explicó Beretta, la tarea de abrir los contenedores, retirar las bases de anclaje e incorporar la droga en ellos -en un caso aproximadamente seiscientos kilogramos y en el otro aproximadamente trescientos cuarenta y seis kilogramos- resultaban prácticamente de imposible realización en el predio de la Cámara de Comercio, en el de la terminal portuaria, o cuando los contenedores se encontraban ya embarcados en el buque que los trasladaría a su destino final. Tal conclusión lejos se encuentra de ser un mero voluntarismo, o de carecer de razonabilidad, pues como bien lo explicara el testigo, el tránsito de personas y la seguridad propia de los ámbitos aduaneros hubieran significado un riesgo extremadamente alto para el éxito de la operación, resultando aún más difícil lograr ese cometido cuando un contenedor hubiera sido ya estibado en  un buque, donde se los apila uno sobre otro. 


A la demostrada factibilidad de introducir la droga en los contenedores una vez que estos hubieran sido precintados se le suman consideraciones vinculadas a la posibilidad concreta de hacerlo que se tuvo, ello en ocasión de materializarse el respectivo traslado de cada uno de ellos desde la ciudad de Córdoba a la de Buenos Aires. Con acierto, resaltan los magistrados sentenciantes que –en ambos casos- el viaje insumió más de veinte horas, lapso más que suficiente para cubrir la distancia que separa ambas ciudades. De esa forma, puede sostenerse que el tiempo que excede a aquél estrictamente necesario para realizar el itinerario bien pudo ser utilizado para detener el camión en un determinado lugar, y realizar allí las operaciones necesarias para reemplazar parte de la mercadería legítima que transportaba el contenedor por la carga de estupefacientes. 


Resumiendo lo hasta aquí expuesto, observamos que los dos contenedores que llegaron al Reino de España cargando estupefacientes escondidos entre mercadería lícita exportada por la firma “Baudo” habían sido en ambos casos transportados desde la planta de origen hasta el puerto de embarque por un camión de la empresa de transportes de Oscar Alberto Allende (padre), que en ambos casos fueron debidamente verificados en la aduana de Córdoba donde tras constatarse que no presentaban irregularidades se los precintó, tras lo cual emprendieron un viaje vía terrestre –que insumió más tiempo del esperable para el trayecto de que se trató- hacia esta ciudad de Buenos Aires. En ese tramo, el contenedor se encontró únicamente bajo la custodia de la mencionada compañía transportista, tras lo cual arribaron al puerto y se los embarcó, pudiendo constarse al llegar a destino que en su interior había estupefacientes. También se cuenta con el dato relativo a la factibilidad de que los contenedores pudieran haber sido abiertos sin violarse el precinto de seguridad, hipótesis robustecida a partir de la observación efectuada por el funcionario Beretta, quien notó una particularidad que presentaba uno de los pernos de fijación de las puertas que lo indujo a esbozar tal hipótesis. 


Estos elementos de juicio se ensamblan armónicamente con otros, que dan cuenta de la comprobada relación y contactos entablados entre Allende (padre) y las personas que actuaron como importadores de la mercadería que sirvió de pantalla para el tráfico de la droga. En ese orden, y como con claridad se lo expresa en la sentencia que ahora analizamos, el mencionado imputado “como dueño de la empresa de transportes, que fue contratado por Geodis Wilson para que trasladara los molinos de viento desde la empresa fabricante –Natalio Baudo- ubicada en la localidad de Sacanta, provincia de Córdoba, hasta el puerto de Buenos Aires, para ser enviados al Reino de España, se contactó de manera directa  con los responsables de la adquisición de esos elementos –Matijevic y Stancovic-, y que se encuentran imputados como autores del delito de contrabando de estupefacientes”.


El contacto que mantuviera Allende (padre) con los ciudadanos serbios mencionados fue adecuadamente comprobado, a partir de la observación realizada por autoridades españolas, que en ocasión de arribar Allende a ese país pudieron observar que fue recibido en el aeropuerto de Barajas por el nombrado Stancovic. A ello se le suma que al efectuarse un registro del domicilio de este último, se encontró una factura del Hotel Emperador a nombre de Oscar Alberto Allende.


También pudo constatarse que Zoran Matijevic estuvo en nuestro país en fecha cercana al envío del primero de los dos contenedores cargados con estupefacientes -habiéndose alojado en el hotel Sheraton de la ciudad de Córdoba-, y que el nombrado gestionó la compra de dos pasajes aéreos, para Oscar Alberto Allende (padre) y su esposa. 


El cuadro cargoso reseñado y adecuadamente valorado por el tribunal de grado resulta, a nuestro juicio, suficientemente demostrativo de la participación culpable que le cupo a Oscar Alberto Allende (padre) en los dos hechos vinculados al contrabando calificado de estupefacientes que se le endilgan. Ello incluso, como ya se adelantó, con prescindencia de toda consideración acerca del indicativo correo electrónico que recibiera de parte de su sobrino, en el que este último alertó al primero acerca de una noticia periodística que daba cuenta del secuestro de un cargamento de 600 kilogramos de cocaína en el Reino de España, siendo que la información contenida en dicha nota de manera alguna permitía enlazar el suceso delictual narrado con una exportación iniciada en la provincia de Córdoba.


3.- Seguidamente, se evaluarán las críticas que se dirigen contra la declaración de responsabilidad penal que se formula en relación a Oscar Alberto Allende (hijo), en lo concerniente al hecho quinto.


Al respecto, cabe memorar que según se lo describe en la sentencia impugnada, “con fecha 25 de junio de 2010, en horas de la mañana y en la ciudad de Córdoba, Oscar Alberto Allende dispuso el transporte de aproximadamente cuatrocientos noventa y cinco coma noventa y cinco gramos de cocaína (495,95 g), los que se encontraban distribuidos en tres envoltorios en forma de cubo envueltos en cinta de acetato color marrón, que contenían cada uno de ellos 99,55g, 196,85g. y 199,55g respectivamente, desde el domicilio de la calle Pizurno nº 2555 de barrio Rosedal Anexo hasta la calle 9 de Julio a la altura aproximada del nº 92 (casi esquina Marcelo T. de Alvear) del barrio Centro de esta ciudad de Córdoba. Dicho transporte fue materializado el mismo 25 de junio de 2009, a las 11:40 hs. aproximadamente por el coimputado Oscar Alberto Allende (h) en su camioneta marca Toyota Hilux, color negra, dominio IBI 529 (…) En este contexto, el menor de los Allende concurrió al domicilio de Schiezzari sito en calle Pizurno nº 2555 de Bº Rosedal Anexo de esta ciudad de Córdoba, recogió la droga que éste había fraccionado y que estaba embalada en una bolsa de nylon transparente la que contenía 495,95 gramos de cocaína, compactada y acondicionada en tres paquetes con forma de cubo, envueltos en cita de acetato de color marrón. Estos paquetes con forma de cubo habían sido compactados por los moldes que Schiezzari tenía en el galpón de su casa. Seguidamente Allende hijo se retiró de la vivienda referida acompañado por Schiezzari hasta la vereda, subió nuevamente a la camioneta para emprender el mismo recorrido que había efectuado días anteriores, es decir recorriendo las calles Lagunilla, Fuerza Aérea, entre otras, Marcelo T. de Alvear y por último Figueroa Alcorta, donde detuvo su marcha y se reunió con su padre, aproximadamente a las 12:15 hs., oportunidad en que personal policial, que lo venía siguiendo desde el domicilio de la calle Pablo Pizurno, procedió a requisar a los nombrados conjuntamente con el registro del vehículo en cuestión.”


Para sustentar la responsabilidad penal de Oscar Alberto Allende (hijo) en el episodio en cuestión –recuérdese que su padre fue absuelto por este hecho- los sentenciantes tuvieron particularmente en cuenta el contenido de las declaraciones testimoniales de los funcionarios y testigos de actuación que participaron del procedimiento que culminó con el secuestro de la droga. 


En ese orden, se ponderó el testimonio del oficial Carlos Germán Cattaneo, quien informó que en el marco de las investigaciones iniciadas en virtud de un llamado telefónico anónimo –que daba cuenta de la presunta actividad ilícita vinculada a los estupefacientes llevada a cabo por un tal “Allende”- se efectuaron diversas averiguaciones y entrecruzamientos de información, que en definitiva orientaron las pesquisas hacia Oscar Alberto Allende (padre), su hijo homónimo y Oscar Horacio Schiezzari.


En el decurso de esa investigación –que incluyó escuchas telefónicas, que luego mencionaremos- el preventor Cattaneo pudo observar en varias oportunidades a Oscar Alberto Allende (hijo) dirigirse al domicilio de Schiezzari, lugar a donde ingresaba, aparentemente, utilizando su propia llave, y tras permanecer breves instantes en el lugar, se retiraba cerrando nuevamente la puerta con llave. Se menciona en la sentencia, que al menos en  una oportunidad Allende (hijo) fue visto salir con un paquete entre sus manos que no tenía al ingresar.


Se tuvo en cuenta, también, que luego de esas observaciones el preventor procedió a seguir a Allende (hijo), quien conducía una camioneta marca Toyota modelo Hilux,  pudiendo verificar el funcionario que el prevenido se conducía de un modo que calificó de sospechoso y poco habitual en un conductor, por la torpeza en el manejo del vehículo y las maniobras bruscas que realizaba. 


En ese marco, entonces, el testigo explicó que el día 25 de junio de 2010 –contando con orden de requisa para el vehículo en cuestión, y de allanamiento para la morada- siendo aproximadamente las 11.40 horas la camioneta de Allende (hijo) arribó al domicilio de Schiezzari, procediendo el nombrado en primer término a llamar a la puerta del domicilio, siendo atendido por el segundo quien le habilita el paso. Unos instantes después Allende se retira del lugar, acompañado por Schiezzari hasta la puerta, lugar donde ambos se saludan, abordando luego Allende su vehículo, marchándose en él. Ante ello, el funcionario explicó que procedió a seguir a Allende, logrando detectar que en la calle Figueroa Alcorta, a metros de 9 de Julio (localidad de Córdoba) se encontraba el padre del nombrado, quien abordó el vehículo de su hijo. Fue en ese instante que se procedió a interceptar a los nombrados, a fin de diligenciar debidamente la orden de requisa librada por la autoridad judicial.



Entran entonces en escena aquellas personas que presenciaron la diligencia, y cuyos testimonios permiten aseverar sin margen alguno para la duda, que efectivamente Oscar Alberto Allende (hijo) llevaba consigo los estupefacientes cuyo transporte se le recrimina. En ese orden, el oficial Pablo Peralta narró que en esa ocasión, procedió a detener la marcha del rodado en que se conducían los imputados, pudiendo percibir que el menor de ellos se encontraba muy nervioso, ordenándosele que se coloque en la compuerta trasera del vehículo. Dijo también que en ese lugar –en concreto, próximo a la rueda trasera- se encontró un paquete, que había sido arrojado por Allende (hijo). Ese paquete era, vale recordarlo, el que contenía la droga en cuestión.


En similares términos depuso el testigo de actuación Raúl Esteban Romero, quien declaró haber escuchado el ruido del paquete al caer, y haber visto al prevenido Allende (hijo) cuando pateaba el bulto hacia debajo de la camioneta. Añadió que en ese momento, se encontraba a una distancia aproximada de tres metros del detenido. En términos concordantes se expresó el testigo de actuación Conrado Huerta, en cuyo testimonio –incorporado por lectura- hizo mención a haber visto el paquete debajo de la camioneta.


El oficial Diego Marcelo Bruschini señaló que si bien no vio la droga, sí escuchó a los testigos y al personal policial que manifestaron que la persona que conducía el rodado había tirado estupefacientes al piso.



Como se aprecia, la conclusión relativa a que Oscar Alberto Allende (hijo) efectivamente tenía la droga en su poder al ser detenido, y que ante la posibilidad de ser descubierto con ella optó por arrojarla al piso, intentando ocultarla debajo de la camioneta, se encuentra suficiente y firmemente avalada por la declaración concordante de todas las personas que convergieron en el lugar. 


Como bien lo destaca el a quo, la versión del acusado –que aduce que en realidad fue un agente policial quien arrojó la droga, en aras de perjudicarlo- no solo confronta con la integralidad del plexo probatorio reseñado sin que concurra elemento objetivo alguno que lo ratifique, sino que tampoco aparece ajustada a las circunstancias en que se produjeron los hechos. 


Téngase aquí en cuenta, que el procedimiento se llevó a cabo en una zona céntrica de la ciudad de Córdoba, en pleno horario comercial, y que el paquete en cuestión contenía aproximadamente 500 gramos de cocaína. Difícil es admitir que los funcionarios policiales pudieron pergeñar una maniobra tan osada como la de arrojar un bulto tan grande, con el consiguiente riesgo de ser vistos, cuando de haber tenido tan inconfesables intenciones podrían haber elegido un escenario más propicio para llevarlas a cabo. 


Lo dicho, incluso, con prescindencia de toda consideración acerca de los inexplicables motivos por los cuales los preventores habrían de realizar una maniobra semejante, en aras de perjudicar al prevenido. 



Tampoco encontramos en la declaración del testigo Maidana elementos determinantes para descalificar la reconstrucción de los hechos realizada por los sentenciantes en su pronunciamiento, pues lo cierto es que conforme allí se lo indica, ese testigo se encontraba alejado del lugar en el que estaba Allende (hijo), al punto de no poder percibir ni siquiera el momento en que la droga fue levantada del piso. Siendo ello así, la aseveración que formula relativa a que el prevenido había sido previamente palpado de armas (lo que conduce a la defensa a indicar que debió entonces advertirse que tenía el bulto que luego arrojaría) no alcanza a desvirtuar lo efectivamente percibido por otros testigos. Ello en especial, cuando se considera que ambas versiones no son incompatibles, pues bien pudo suceder que el palpado de armas hubiera sido superficial o ligeramente realizado, lo que sumado a la rápida secuencia de los acontecimientos y al nerviosismo propio de la situación pudo conducir o bien a que el paquete no sea advertido por el policía, o bien que no le diera importancia dado que –en rigor- en ese instante se estaba realizando una revisación dirigida a detectar armas que pudieran ser utilizadas en desmedro de la seguridad e integridad física de los presentes, y no una requisa profunda en búsqueda de otros elementos.


En síntesis, pese a las objeciones que formula la empeñosa defensa, no se aprecia que la conclusión relativa a que efectivamente Oscar Alberto Allende (hijo) llevaba consigo los estupefacientes al momento de ser requisado haya sido formulada con desapego a las reglas impuestas por la sana crítica racional. 


De este modo, solo resta concluir que Oscar Alberto Allende (hijo) efectivamente llevaba consigo al momento de ser aprehendido los estupefacientes cuya tenencia –y, consecuentemente, su transporte- pretende desconocer, extremo que ratifica la materialidad del hecho que se le atribuye y conduce a descartar las críticas que su defensa formula contra la sentencia que aquí se analiza.


4.-Por último, hemos de dar respuesta a los cuestionamientos que las tres defensas recurrentes formulan contra la atribución de responsabilidad de los acusados Allende en el denominado hecho sexto. 


En la descripción del hecho que, con remisión al requerimiento de elevación a juicio, se realiza en la sentencia que aquí se analiza, se describe el mencionado hecho en los siguientes términos: “con fecha no determinada con exactitud pero constatada el día 25 de junio de 2010, siendo las 12:45 hs., Oscar Alberto Allende (padre), Oscar Alberto Allende (hijo) alias ‘Junior’ y Oscar Horacio Schiezzari, almacenaron estupefacientes en el domicilio que utilizaban para tal fin y que habitaba Schiezzari sito en la calle Pablo Pizurno nº 2555 de Rosedal Anexo, ciudad de Córdoba, específicamente 9,384,05 kg. de marihuana y 69,90 gramos de cocaína, acondicionada y distribuida de la siguiente manera: A. en el galpón ubicado en la parte trasera del patio de la vivienda; 1) en un envoltorio de nylon color gris oscuro con cinta de acetato color marrón, en el que se encontraban dos panes de marihuana recubiertos con nylon azul y cinta transparente; 2) en un envoltorio de nylon color gris oscuro con cinta de acetato color marrón, que contenía ocho panes de marihuana; que todos los elementos descriptos hasta aquí se encontraban debajo de un bolso de tela de nylon color negro con la inscripción DIADORA, el que se encontraba tapado con un nylon color negro y sobre una tarima de madera ubicada en la esquina del referido galpón; 3) marihuana acondicionada en un trozo cubierto con cinta de acetato color marrón, el que se encontraba en el interior de una bolsa de nylon con la inscripción Wallmart, que se hallaba sobre la parte superior de un mueble de chapa color blanco; 4) cocaína, en forma granulada, acondicionada en un envoltorio de nylon transparente, el que se encontraba detrás de la bolsa referida anteriormente; y B. en el interior de la vivienda,; I) 0,75 grs. de marihuana acondicionada en envoltario de nylon blanco, que se encontraba dentro de un recipiente y el que se hallaba sobre la segunda repisa del armario de madera color marrón con vidrios ubicado en el comedor de la vivienda allanada; y 2) 3,05 grs. de cocaína en forma granulada acondicionada en un recipiente de plástico, color amarillo, tipo cápsula, el que se encontraba en el cajón de la mesa de luz del dormitorio de Schiezzari. En las mismas circunstancias de tiempo y lugar los encartados Oscar Alberto Allende (padre), Oscar Alberto Allende (hijo) y Oscar Horacio Schiezzari, tenían en el mencionado galpón, los siguientes elementos destinados a la producción y fraccionamiento de estupefacientes: 1) dos botellas de plástico color transparente, con tapas cerradas herméticamente de fábrica, con un rótulo en el que se lee ‘ACETONA PURA SEDRONAR’ y el resto ilegible, de un litro cada una, continentes de líquido incoloro compatible con Acetona; 2) una bolsa de nylon blanca del supermercado VEA conteniendo 1,468,75 kilogramos de sulfato, utilizada habitualmente para estiramiento o corte de sustancia; 3) un bidón de plástico blanco con un rótulo en el que se lee ‘detergente’ conteniendo en su interior aproximadamente 3 litros de un líquido incoloro e inodoro; 4) una prensa hidráulica marca HE-DV HERMES y DUPRAZ S.R.L., en funcionamiento de color celeste con dos planchuelas de acero macizo; 5) siete piezas de hierro utilizadas como moldes de diferentes formas, éstos últimos utilizados para acondicionar el estupefaciente o compactar en forma de cubo –repárese que notoriamente los tres envoltorios de cocaína secuestrados en poder de Allende hijo guardan similitud con estos moldes-. Se incautaron además un anafe doble desplegable de color verde (…) que se podía advertir se encontraba en uso y presumiblemente para cocinar la cocaína, un colador metálico, dos cuchillos grandes, un cuchillo Tramontina con restos de cocaína y recortes de cinta de acetato marrón con restos de cocaína y recortes de cinta de acetato marrón con restos de cocaína…”.


En orden a analizar los planteos de las partes, recuérdese en primer término que la defensa de Schiezzari no cuestiona la participación del nombrado en el referido hecho, sino que sus agravios se dirigen a demostrar que los otros imputados no tuvieron participación en el suceso, extremo que permite a la defensa solicitar que se descarte la concurrencia de tres personas organizadas para la comisión del ilícito y –de esa manera- que el hecho no sea considerado agravado en los términos del artículo 11 de la ley 23.737. Es decir, fuera de toda controversia se encuentra tanto el secuestro en el domicilio de Schiezzari de los elementos ilícitos reseñados, como la efectiva participación del nombrado en ese hecho. 


Teniendo ello presente, la labor que nos compete se ciñe a determinar si los imputados Allende coparticiparon en ese delito. En ese aspecto, apreciamos que los sentenciantes han valorado suficiente y adecuadamente la prueba producida, y con sustento en ella han logrado reconstruir la materialidad histórica de los hechos llevados a juicio. 



En ese aspecto, por su claridad, merece transcribirse un pasaje contenido en la sentencia, que resume y condensa los motivos determinantes para el sustento de lo resuelto. Dijeron los magistrados que “las conversaciones mantenidas por ellos en clave –indicativas de que la relación que mantenían no estaba vinculada a la realización de trabajos de herrería para la empresa de transportes-, los seguimientos, que revelaron un contacto permanente entre los tres, la circunstancia de que se pudiera advertir que Allende (h) tenía la llave de ingreso al predio que daba al galpón donde guardaba la mayoría de los estupefacientes, y los movimientos realizados, esto es, la búsqueda de paquetes por parte de Allende (h) en el domicilio de entre Schiezzari y su traslado hasta el centro para encontrarse con el padre; todo ello, en suma, es revelador de un acuerdo de voluntades para la realización de conductas que, según se acreditó infringían la ley de estupefacientes”.


Efectivamente, esos elementos de juicio que reseñara el a quo son absolutamente demostrativos de la responsabilidad que les cabe a los Allende en el hecho que estamos analizando. 


Así, en cuanto al contenido de los diálogos telefónicos interceptados, sobresale uno mantenido Schiezzari y su ex esposa, manifestando esta última “vos ponete a pensar… si llega a ir la policía en ese momento… y los encuentra con droga a ustedes… pero vos te das cuenta por qué yo los odio a los Allende… fue culpa de ellos que te llevaron… te arrestaron”, ante lo cual el acusado responde “…fíjate lo que estás diciendo por teléfono… no des nombres por favor… este teléfono puede estar intervenido… estás hablando cosas por teléfono que no se tienen que hablar…”.


La conversación reseñada resulta concordante con otra mantenida entre Schiezzari y su hija, en la cual el primero manifiesta “todavía estamos con junior acá en el galpón”, contestando su hija “en el galpón”, aclarando entonces el incuso “si en el galpón donde guardan todas las cosas ellos”. Téngase aquí presente que “Junior” era el apodo que utilizaba Oscar Alberto Allende (hijo), seguramente como consecuencia de su completa homonimia con su padre; y recuérdese también que el galpón era el lugar en el que se guardaba –y donde se secuestró- la parte sustancial de estupefacientes y sustancias y elementos para su producción que integran la imputación.


Entre los seguimientos a los que hace referencia la sentencia, basta destacar para demostrar la pertinencia de su ponderación como un elemento de juicio válido y categórico a la hora de afirmar la actuación concertada de los tres implicados, aquél que se documenta a fs. 3885/3886, efectuado por el preventor Carlos Germán Cattaneo. Informa el preventor en dicha declaración, que en ocasión de encontrarse realizando una vigilancia sobre el domicilio del imputado Oscar Schiezzari, siendo aproximadamente las 11.20 hs. de la mañana observó la llegada de una camioneta conducida por el también encartado Oscar Allende (hijo), quien detuvo el rodado frente a la morada, se dirige a la puerta de ingreso, la cual abre tras realizar una operación similar al empleo de una llave que llevaba en su bolsillo (ello según lo percibió el preventor a la distancia). Es así que el nombrado Allende ingresó en el domicilio y tras permanecer allí por un lapso de aproximadamente cinco minutos se retiró, repitiendo el movimiento de aparente utilización de una llave, esta vez para cerrar la puerta de ingreso. Al retirarse con su vehículo, el oficial procedió a realizar un discreto seguimiento del prevenido, pudiendo así detectar que tras transitar varias cuadras, se detuvo en un lugar donde el encartado se entrevistó con su padre –que se encontraba a pie-, a quien le entregó un paquete que llevaba entre sus ropas. Luego de recibir el bulto, Allende (padre) se baja del rodado y continuando su marcha a pie. 


Esta secuencia que acabamos de recibir fue inicialmente interpretada por el preventor en el sentido que Allende (hijo) pudo haber concurrido a la morada de Schiezzari, retirar de allí el paquete que podría contener –presumiblemente- estupefacientes, para luego entregárselo a su padre. Lo que resulta interesante de destacar es que el día en que se produjo el procedimiento que culminara con la detención de los dos Allende –conforme ya lo hemos analizado en el apartado anterior, dedicado al hecho quinto-, la secuencia de hechos fue similar a esta que ahora relata, siendo que precisamente el día en que se produjeron las detenciones se logró el secuestro de un bulto que Allende hijo llevaba consigo (y muy probablemente oculto entre sus ropas, según se infiere del modo en que intentó deshacerse de él), paquete que contenía estupefacientes. Y más demostrativo del acierto de lo resuelto por el a quo resulta el hecho que ese preciso paquete conteniendo estupefacientes que se le secuestrara al menor de los Allende luego del periplo en cuestión, se correspondía en sus dimensiones con una prensa encontrada en el domicilio de Schiezzari, y más precisamente en el galpón en el que se hallaban mayormente los elementos en infracción a la ley de drogas y los utilizados para el corte y preparación de tales sustancias.



Insiste la defensa en señalar que, en puridad, el preventor no pudo percibir que Allende hijo efectivamente hubiera utilizado una llave para ingresar en la vivienda de Schiezzari. Ello es cierto. Pero también lo es que el análisis de lo visto por el funcionario –y comunicado con lealtad y precisión al órgano jurisdiccional, es decir, sin distorsionar aquello que efectivamente observó- debe ser analizado en el contexto situacional en el que se produjeron los hechos. Surge, en efecto, de la ya comentada declaración de fs. 3885/3886 que al llegar al lugar, el oficial de policía se encontró con un escenario que indicaba que posiblemente no hubiera nadie en la vivienda, pues las ventanas y las cortinas se encontraban cerradas, a lo que se suma que conforme lo ilustran las fotografías obtenidas en dicha oportunidad (ver fs. 3887/3888), tampoco se encontraba estacionado el vehículo Polo propiedad de Schiezzari, como sí estaba en otras ocasiones en el que el nombrado estaba en su domicilio (ver, en efecto, fs. 3864). A ello se añade que Allende no tocó timbre o llamó a la puerta al aproximarse a la morada, sino que efectuó los ya mencionados ademanes que concuerdan con la utilización de una llave, tanto al ingresar al lugar, como al retirarse de él. Todos esos elementos, no permiten sustentar una hipótesis diferente a la ya comentada, que no es otra que la que indica que efectivamente Oscar Alberto Allende (hijo) tenía en su poder la llave de acceso. 


También argumenta la defensa –esta vez en beneficio de Allende (padre)- que no fue a éste a quien se vio utilizar la consabida llave. Ese argumento no afeblece la conclusión relativa a su participación, pues la coautoría funcional que da sustento teórico a la forma de participación en la que corresponde encasillar el caso no implica que todos los agentes que convergen en el delito en calidad de coautores tengan codominio de la totalidad del hecho, sino que basta una división funcional de tareas, en la que cada uno de los aportes sea indispensable para la realización del plan común. 


Esto nos lleva a reiterar la conversación que antes comentáramos, en la que Schiezzari afirma que el galpón era el lugar en el que “ellos” guardan todas las cosas, en clara referencia a los Allende, habida cuenta de su mención que se encontraba en ese preciso lugar con “Junior”, es decir, Oscar Alberto Allende (hijo).


5.- De modo que, en definitiva, a la luz de todo lo reseñado puede concluirse que las observaciones de las defensas carecen de entidad para conmover las conclusiones a las que arribara el a quo, pues parten del método de criticar aislando el material probatorio arrimado a la causa, desatendiendo que la totalidad del mismo constituye una unidad que debe ser valorada en su conjunto. Al respecto, resulta de aplicación lo señalado por la Sala I de esta Cámara Nacional de Casación Penal en oportunidad de expedirse en el marco de la causa N° 1721 “Unaegbu, Andrew I. y otra s/ recurso de casación”, reg. 2211, del 29 de mayo de 1998 en cuanto allí se sostuvo que “El resultado de aplicar el método consistente en criticar los indicios y presunciones individualmente, de modo de ir invalidándolos uno a uno y evitando su valoración articulada y contextual dentro del plexo probatorio, conduce, obviamente, a resultados absurdos desde el punto de vista de la verdad material, real e histórica, cuya reconstrucción es objeto y fin del  proceso penal. Y ello, desde que tan imperfecta metodología se encarga de desbaratar uno por uno cada  cual de esos elementos que, solitariamente, nada prueban con certeza, pero que evaluados en un acto único y con ajuste a las reglas de la sana crítica racional -lógica, experiencia, sentido común, psicología, etc. -pueden llevar de la mano a una probatura acabada, plena, exenta de toda hesitación razonable.”.


Como se aprecia de todo lo dicho, no se advierten defectos de logicidad en el decisorio ni transgresiones al correcto razonamiento que pudieran dar sustento a la tacha de arbitrariedad que se pretende. La vinculación de los acusados ha sido sustentada razonablemente y los agravios de los  recurrentes sólo evidencian una opinión diversa sobre la cuestión debatida y resuelta (C.S.J.N. Fallos 302:284; 304:415; entre otros); resolutorio que cuenta, además, con los fundamentos jurídicos mínimos, necesarios y suficientes, que impiden la descalificación del fallo como acto judicial válido (Fallos: 293:294; 299:226; 300:92; 301:449; 303:888, entre muchísimos otros). 



En síntesis, en el análisis de todas las circunstancias apuntadas por el tribunal oral, no se advierte fisura lógica alguna, sino que surge de la lectura de la sentencia impugnada que el a quo realizó una selección y valoración de la prueba ajustada a las reglas de la sana crítica racional, por ello exentas de vicios o defectos en sus fundamentos que, no demostrados en los recursos interpuestos en favor de los imputados, tampoco se advierten después de realizado el esfuerzo impuesto a este Tribunal por la vigente doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (causa n° 1757. XL, “Casal, Matías Eugenio y otro s/ robo simple en grado de tentativa”, del 20 de septiembre de 2005). Por tales motivos, corresponde rechazar las referenciadas críticas que contra la fundamentación de la sentencia formulan las defensas en sus respectivas presentaciones casatorias.


6.- Por último, corresponde hacer notar al tribunal de grado la omisión en la que incurrió, al no aplicar las sanciones penales que corresponden al delito de contrabando de estupefacientes –por el que fuera condenado Oscar Alberto Allende (padre)-, ello según lo normado por los artículos 876 incisos d), e), f) en lo pertinente y h), y 1026 inciso a) de la ley 22.415.


Deficiencia esta que cumplimos en hacer notar al a quo para evitar futuras reiteraciones, sin que adoptemos en cambio temperamento alguno en relación a la situación del imputado, por no mediar recurso de la acusación que habilite la modificación de la sentencia en su contra (artículo 445, último párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación).


Por todo lo expuesto, en definitiva, propiciamos al acuerdo y votamos por rechazar los recursos de casación deducidos, con costas (artículos 456 inciso 1º y 2º, 470 y 471 a contrario sensu, 530 y 531 del Código Procesal Penal de la Nación).


El señor juez doctor Mariano Hernán Borinsky dijo: 



Que por compartir, en sustancia, las plurales consideraciones efectuadas por mi distinguido colega, doctor Eduardo Rafael Riggi, en cuanto a la validez de la sentencia impugnada adhiero a su voto, por el cual se propone rechazar el recurso de casación interpuesto; con costas.





Tener presente la reserva del caso federal.   


La señora jueza doctora Liliana E. Catucci dijo:



He de adherir al enjundioso voto del doctor Riggi por sus fundamentos y conclusiones, por cuanto el fallo impugnado se encuentra al amparo de la tacha de arbitrariedad, habida cuenta que está suficientemente motivado, conforme con las reglas de la sana crítica racional (art. 123 del C.P.P.N.), en lo atinente a la prueba de los hechos, y a la responsabilidad penal de Oscar Alberto Allende, Oscar Alberto Allende (hijo) y Oscar Horacio Schiezzari.



En efecto, los argumentos de las defensas sólo exhiben su discrepancia con la valoración de los elementos de juicio y con el resultado alcanzado sin lograr demostrar, ni advertirse, vulneración a garantías constitucionales.



Las conclusiones del voto del Dr. Riggi dejan sin andadura la posibilidad de aplicación del principio in dubio pro reo. A su respecto tiene reiteradamente declarado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el estado de duda a que se refiere la ley procesal, ahora en el art. 3°, no puede reposar en una pura subjetividad, sino que ese especial estado de ánimo –desarrollado en el fuero interno de los magistrados y sólo admisible como consecuencia de la apreciación de los elementos de prueba en su conjunto- debe derivarse de la racional y objetiva valoración de tales constancias del proceso (Fallos: 312:2507; 313:559; 314:83,346 y 833; 315:495, entre muchos otros).



En suma, se han extremado las posibilidades revisoras en este expediente, de conformidad con lo decidido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, in re: “Casal, Matías Eugenio y otro s/robo simple en grado de tentativa”, C. 1757 XL, -causa n° 1681- rta. el 20 de septiembre de 2005.



Por consiguiente, en razón de brevedad, me adhiero a los argumentos del voto del doctor Riggi.



Tal es mi voto.


En mérito a la votación que antecede, el Tribunal RESUELVE:



RECHAZAR los recursos de casación deducidos, con costas (artículos 456 inciso 1º y 2º, 470 y 471 a contrario sensu, 530 y 531 del Código Procesal Penal de la Nación).


Regístrese, notifíquese, comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Acordada de la CSJN 15/13) y remítase al Tribunal de procedencia, sirviendo la presente de atenta nota de envío. 

FDO: Liliana Elena Catucci. Eduardo Rafael Riggi. Mariano Hernán Borinsky. Ante mí: Walter Daniel Magnone.
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